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I. INTRODUCCIÓN         1 






La presente investigación titulada “La Tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal 
en la función policial, Lima Norte, 2019.”, tiene por objetivo analizar de qué manera la tutela 
de derechos del Nuevo Código Procesal Penal influye en la función policial en Lima Norte, 
para ello se tomó en cuenta antecedentes y las diversas teorías referentes al derecho de 
defensa formal, imputación fiscal, declaración del investigado y registro personal. La 
investigación sigue los lineamientos de tipo básico, teniendo como participantes a 
especialistas como Policía, Especialistas Judiciales, Especialistas de Sala de Apelaciones, 
Juez de la Investigación Preparatoria y Juez Superior, con los cuales se utilizó el instrumento 
de evaluación de entrevista, mediante las cuales se obtuvo información que fue construyendo 
el conocimiento del problema que supone de qué manera la Tutela de derechos del NCPP 
influye en la función policial en Lima Norte.  
 
Palabras claves: Derecho de defensa formal, Imputación fiscal, Declaración del 























The objective of this investigation, entitled "The Protection of Rights of the New Criminal 
Procedure Code in the Police Function, North Lima, 2019", is to analyze how the protection 
of rights of the New Criminal Procedure Code influences the police function in North Lima, 
taking into account the background and various theories regarding the right to a formal 
defense, fiscal imputation, statement of the investigated person and personal record. The 
investigation follows basic guidelines, with the participation of specialists such as the Police, 
Judicial Specialists, Appeals Chamber Specialists, Preparatory Investigation Judge and 
Superior Judge, with whom the interview evaluation tool was used, through which 
information was obtained that built knowledge of the problem of how the NCPP's Protection 
of Rights influences the police function in Northern Lima.  
 
Keywords: Right to a formal defense, Fiscal Imputation, Declaration of the person being 



















En la actualidad, a nivel internacional la Tutela de derechos viene siendo muy utilizada, 
como en Chile y Colombia, ello según se reporta de sus índices de interposiciones. Estos 
países cuentan con una experiencia mayor, dado que la implementación del modelo 
acusatorio se ha realizado con anterioridad; en Chile esta figura jurídica se conoce como 
Cautela de Garantías, la cual se encuentra regulada en el artículo 10° de su Nuevo Código 
Procesal Penal; mientras en Colombia es conocida como Acción de Tutela, la cual fue 
incorporada al artículo 86° de su Constitución Política, mediante Decreto 2691 del año 1991. 
 
A nivel nacional, la institución de Tutela de derechos ha sido incorporada en el artículo 71° 
de nuestro Nuevo Código Procesal Penal, la cual es utilizada como un mecanismo eficaz 
tendiente a restablecer del statu quo de los derechos vulnerados al imputado, que ve afectado 
su derecho fundamental previsto en la Constitución, norma Procesal Penal o en las demás 
leyes de la materia. Dicha vulneración también se da con la función que la Policía Nacional 
del Perú ejerce en su actuación; esto es, cuando se vulnere lo previsto en el artículo 71° del 
NCPP. 
 
En Lima Norte, a menudo llegan solicitudes de Tutela de derechos, la cual es planteada ante 
el Juez de la Investigación Preparatoria, llamado también Juez de Garantía, quien ejerce la 
función de control en la vulneración de los derechos del imputado, no obstante, la Tutela de 
derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial es un mecanismo que 
reparara el menoscabo sufrido; entonces, en este contexto planteamos si la institución 
procesal de la Tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal está siendo utilizada 
como control de la función policial en Lima Norte 2019; dado que se refleja en el 
planteamiento de éstas solicitudes, por el abuso que muchas veces cometen nuestros 
funcionarios de la Policía Nacional del Perú. 
 
La función policial muchas veces no es eficaz o transparente, por ello las solicitudes de 
Tutela de derechos se dan a menudo, debido a que la policía no actúa de acuerdo a los 
parámetros establecidos en sus protocolos u otros reglamentos, por lo que siempre inciden 




no comunicación de su detención a su defensa, quien debe estar presente tanto en su 
declaración como en las demás diligencias que requieran de su presencia. 
 
Esta investigación servirá para analizar en qué parte del desarrollo de funciones, la Policía 
Nacional del Perú incurre en la supuesta vulneración del derecho del imputado; además de 
ello, esta aportará de manera tal, que la información recopilada de sus interposiciones servirá 
para dar luz en que actos nuestros funcionarios de la Policía Nacional del Perú requieren de 
una mayor capacitación. 
 
La alta incidencia delictiva en Lima Norte, obliga a actuar de manera eficiente y eficaz en la 
persecución del delito y en la obtención legitima de la evidencia, ello depende de la forma 
en que las intervenciones policiales se realizan, y de la actividad investigativa dentro de los 
márgenes del respeto a los derechos fundamentales; lo que requiere de un adecuado control 
por parte del Juez de la Investigación Preparatoria, en el marco de sus facultades 
jurisdiccionales. 
 
En relación a los antecedentes internacionales Venegas (2016) en su tesis titulada 
“Procedencia del recurso de apelación contra la resolución que falla el amparo ante el juez 
de garantía del artículo 95° del Código Procesal Penal”, tiene como objetivo de investigación 
evidenciar que el juez de garantía conoce lo regulado en el artículo 95° del Código Procesal 
Penal en primera instancia, en consecuencia es oportuna la apelación contra la resolución 
que la resuelve; la cual concluye que la incorporación en el código de procedimiento 
compromete a la salvaguarda ante el juez de garantía, lo que establece una barrera invencible, 
en cuanto a la aplicación de las normas, ya que su integración obedece motivos históricos; 
por lo que el refugio ante el juez de garantía se realizara conforme a las normas de la 
persecución criminal. 
 
Córdoba (2016) en su investigación titulada “Acción de Tutela en Colombia: la 
desnaturalización de un mecanismo constitucional”, tiene como objetivo de investigación 
hacer notar que el Decreto 2591 de 1991, impone una carga de conocimiento en el derecho 
del accionante, en las maneras en que ésta pueda ser utilizada como mecanismo transitorio 
y medida provisional; la cual concluye que la tutela como un mecanismo transitorio es una 




exista otro medio de defensa judicial, dicha figura permitiría que el juez de investigación 
preparatoria competente conceda el amparo, mientras que el proceso ordinario se resuelve 
por un juez competente. 
 
Torres (2014) en su investigación titulada “La Acción de Tutela en Colombia: un estudio 
sobre sus transformaciones jurídicas”, tiene como objetivo de investigación el análisis final 
sobre la ineficiencia de la aplicación del mecanismo de acción de tutela; la cual concluye 
que emplear la acción de tutela para poder acelerar trámites en la jurisdicción ordinaria, se 
debe a la implementación de procedimientos pausados, dilaciones en los procesos y 
congestión en los despachos judiciales, lo cual ha generado en la población inseguridad 
jurídica, dado que no existe un respeto en la competencia frente a la acción de tutela, ya que 
se tiene el concepto de que la única forma en la que se puede conseguir soluciones es a través 
de dicho mecanismo. 
 
Rodríguez (2007) en su memoria titulada “El rol del juez de garantía en el actual régimen 
cautelar”, tiene como objetivo de investigación la tendencia de la Corte de Apelaciones de 
Valdivia sobre el rol que cumple el juez de garantía en el régimen cautelar personal, actuando 
como protector de la seguridad ciudadana aplicando la prisión preventiva o procurar que se 
desarrolle un debido proceso; la cual concluye que la reforma procesal ha variado la manera 
en que el Estado imparte justicia a través de la integración de una serie de garantías 
procesales en el ordenamiento jurídico, dentro de las cuales destaca el derecho a la 
presunción de inocencia, si bien este derecho ya se encontraba dentro de la constitución, 
gracias a su reconocimiento dentro de los tratados internacionales ratificados por Chile, y 
que en la actualidad se encuentran vigentes, es indispensable que todos los elementos se 
ajusten a esta garantía en el sistema procesal. 
 
Respecto a los antecedentes nacionales Ynga (2015) en la revista de la Universidad Alas 
Peruanas titulada “La Tutela de Derechos y la vulneración de los derechos fundamentales en 
el distrito judicial de Loreto”, tiene como objetivo de investigación verificar si existe una 
indebida aplicación , no solo por los jueces sino también por los abogados defensores, por la 
falta de conocimiento de esta nueva figura procesal penal, o su incorrecta interpretación; la 
cual concluye que la Tutela de Derechos constituye una vía jurisdiccional en la que la 




cumplimiento de disposiciones, o que sus derechos no han sido respetados durante las 
diligencias preliminares o en la investigación preparatoria, o que es objeto de requerimientos 
ilegales o de medidas limitativas de derechos indebidas, éste puede solicitar la tutela de 
derechos al Juez de Investigación Preparatoria. 
 
Mamani (2011) en su tesis titulada “Tutela de Derechos, recurso destinado a cautelar los 
derechos y garantías del imputado en el proceso penal, en la ciudad de Tacna, periodo mayo 
2008 - abril 2010”, tiene como objetivo de investigación determinar si la utilización de la 
tutela de derechos cautela los derechos fundamentales constitucionales, garantías y los que 
otorgan por ley al imputado; la cual concluye que los fundamentos de la existencia de Tutela 
de Derechos es la protección y respeto de los derechos del imputado, las cuales son otorgadas 
por la Constitución Política, y que provee de garantías a éste, como lo es la presunción de 
inocencia, recursos de defensa y protección efectiva; por lo que el nuevo modelo procesal 
penal en nuestro país ha acertado en introducir esta herramienta procesal, generando armonía 
con el modelo acusatorio garantista. 
 
Salomé (2010) en su tesis titulada “La dimensión objetiva de los Procesos Constitucionales 
de Tutela de derechos fundamentales”, tiene como objetivo de investigación analizar la 
dimensión objetiva de los procesos constitucionales de la tutela de derechos fundamentales; 
la cual concluye que en nuestro país los procesos constitucionales de libertad han sido 
elaborados para dotar a la población de un mecanismo rápido y eficaz para los derechos 
fundamentales que se ven amenazados o vulnerados, teniendo dicho proceso una orientación 
a la interpretación y defensa de la constitución. 
 
Bazán (2001) en la revista del Poder Judicial titulada “Audiencia de Tutela: Fundamentos 
Jurídicos (Acuerdo Plenario N°4-2010/CJ-116)”, tiene como finalidad dictar una disposición 
de tutela correctiva, la cual pondrá fin al perjuicio producido, la cual concluye que pese a la 
interés de los aspectos tratados en el Acuerdo Plenario que se hace mención en la titulación 
de la revista, respecto a la Audiencia de Tutela, es indispensable resaltar algunos puntos que 
necesariamente debe tener un debate superior, un mayor desenvolvimiento doctrinario y 
jurisprudencial, entre ellos la supuesta taxatividad de los derechos fundamentales 




El marco teórico está compuesto de la tutela de derechos, la cual en nuestro Nuevo Código 
Procesal Penal es garantista, ya que se orienta a proteger y resguardar los derechos 
fundamentales del imputado, introduciendo un mecanismo en concreto que permite 
garantizar de manera efectiva el respeto de los derechos de los ciudadanos, en este caso del 
imputado, la cual mediante una resolución judicial va corregir el desafuero cometido, ya sea 
por la Policía Nacional del Perú o por los representantes del Ministerio Público fiscales.  
 
Si bien, las funciones que realiza la Policía Nacional del Perú goza de protección legal por 
tratarse de una autoridad, esta puede ser cuestionable, ya que están sujetas a la ley; es decir, 
dichos actos pueden quedar viciados o excluidos, siempre que se haya vulnerado algún 
derecho fundamental previsto en el artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal. (Arana, 
2014, pp. 341-343) 
 
Esta institución, trata de la protección de los derechos que tiene el imputado, siendo la Tutela 
de derechos este un mecanismo eficaz tendente a restablecer los derechos vulnerados, cabe 
señalar que su finalidad no es preventiva, ya que ésta se solicita cuando ya se ha consumado 
la infracción, en otras palabras, cuando ya se ha consumado la supuesta afectación al derecho 
del imputado. 
 
La Tutela de derechos debe ser solicitada al juez de garantías, en este caso, al Juez de la 
Investigación Preparatoria, la cual se solicita mientras se realiza las diligencias preliminares 
e investigación preparatoria, el juez ejerce control de los derechos vulnerados del imputado, 
responsabilizando a la Policía Nacional del Perú o al representante del Ministerio Público; 
si dicha aseveración de vulneración fuera cierta, el Juez de la Investigación Preparatoria 
podrá disponer medidas correctivas o reparadoras que pongan fin al agravio o subsane alguna 
omisión. (Arbulu, 2014, pp. 218 y 219) 
 
Además de ello, la Tutela de derechos también se solicitará, cuando durante las diligencias 
preliminares o en la investigación probatoria se pretenda incorporar una prueba, la cual haya 
sido adquirida vulnerando un derecho fundamental; si esta solicitud es aceptada, se pondrá 
en resguardo los derechos, y podrá declarar inadmisible la prueba ilícita como aplicación de 




Por consiguiente, una vez interpuesta la tutela derechos se lleva a cabo la audiencia, la cual 
podría causar los siguientes efectos jurídicos: subsanar la omisión, dictar las medidas de 
corrección o dictar medidas de protección. La primera, es el acto correctivo por excelencia 
del incumplimiento de las normas procesales, su finalidades corregir la falta para que el 
proceso no se vicie; la segunda, declara la prohibición del empleo de algún elemento de 
convicción que haya sido obtenido con el quebrantamiento de derechos fundamentales; y, la 
tercera, será la prohibición de la realización de un acto de investigación en concreto, aquí su 
finalidad es estrictamente tuitiva y deriva de la probabilidad de lesión del derecho protegido. 
(Sánchez, 2018 p. 70) 
 
Las características de la Tutela de derechos son: residual, autónoma, inmediata, preclusorio, 
reparadora e igualadora. Es residual ya que se pueden cuestionar requerimientos ilegales que 
vulneran derechos fundamentales, y cuando el ordenamiento no especifique un camino 
determinado para la reclamación de un derecho afectado; es autónoma ya que su ejercicio 
por parte de la defensa del imputado no suspende ni interrumpe los plazos ni el desarrollo 
de la investigación preparatoria, su trámite se hace vía incidental, es decir, fuera del 
principal, de tal forma que la audiencia se realiza de manera especial con la presencia del 
solicitante y del representante del Ministerio Público; es inmediata ya que se resuelve de 
manera sumaria, de tal forma que recibida la solicitud se podrá calificar de plano, o se cita 
audiencia en un plazo breve con la finalidad de tomar una decisión con la presencia de las 
partes; es preclusoria ya que se interpone únicamente mientras las diligencias preliminares, 
en el transcurso de la investigación preparatoria hasta su culminación; es reparadora ya que 
a través de esta institución se persigue que el Juez de la Investigación Preparatoria 
inspeccione judicialmente la legitimidad y legalidad de los actos o diligencias realizados por 
la Policía Nacional del Perú, y que se repare las acciones u omisiones generadas por el 
quebrantamiento del derecho; es igualadora ya que ésta institución se erige a partir del 
derecho a la igualdad de armas, toda vez que durante las investigaciones preliminares la 
Policía Nacional del Perú y el representante del Ministerio Público se encuentran a cargo de 
realizar las diligencias. (Coaguila, 2016, pp. 44 y 45) 
 
El derecho de defensa formal considera el derecho a una defensa técnica, esto es, al 
asesoramiento de un abogado en el transcurso que dure el proceso, siendo ello un mecanismo 




implica que el defensor técnico disponga del tiempo y medios pertinentes para la providencia 
de su defensa, lo que conlleva a la comunicación con el imputado de manera constante, y de 
ser necesario, emplear los servicios de un intérprete cuando se trate de personas que hablen 
otro idioma o de personas con alguna discapacidad.  
 
El imputado deberá contar con defensa técnica desde los actos iniciales en diligencias 
preliminares, investigación preparatoria y durante todo el proceso; el abogado defensor 
puede participar en todas las diligencias, lo cual significa que el abogado del imputado puede 
intervenir en la declaración del agraviado, testigo o peritos a nivel de investigación 
preparatoria. (Coaguila, 2016, pp. 89-91) 
 
La imputación fiscal es la construcción que realiza el representante el Ministerio Público 
en base a los actos que realiza la Policía Nacional del Perú, dicha imputación fiscal debe 
ilustrar lo acontecido; si bien la imputación fiscal que se realizó al inicio de la investigación, 
no será la misma a la que se planteará en juicio oral, ello se debe al avance de la investigación 
que se realiza.  
 
Respecto a la función policial, la Policía Nacional del Perú es una institución del Estado 
instaurada para garantizar el orden interno, el libre ejercicio de los derechos fundamentales 
de las personas y el desarrollo normal de sus actividades; éstos funcionarios públicos son 
parte importante del Estado Peruano, dado que representan el orden, la seguridad y la ley de 
nuestro país, teniendo competencia para influir en todos los asuntos que se encuentren dentro 
de la ejecución de sus funciones; su finalidad es proteger, mantener y reponer el orden 
interno.  
 
Además de ello, realiza la investigación de los actos delincuenciales y el acatamiento de las 
leyes de seguridad, el plan de la policía nacional para prestar garantías de resguardo al 
ciudadano, se da en lucha a los actos delincuencial es para aminorar la criminalidad. 
 
Es importante resaltar que el personal policial tiene el deber de constituirse en el lugar de los 
hechos de manera inmediata, tomando las precauciones necesarias para resguardar y 
proteger a la víctima, la escena de los hechos, evidencias e indicios, de lo que se dejará 




e incluso se puede allanar un domicilio con autorización del fiscal de turno; en caso el 
intervenido o la victima presentara lesiones, estos deben ser conducidos al hospital más 
cercano y pasar por el médico legista. 
 
Sin embargo, existen factores inherentes a la estructura y funcionamiento de nuestra Policía, 
las cuales afectan el cumplimiento de sus funciones, para lo cual es necesario establecer las 
falencias y analizarlas con profundidad y objetividad; y a partir de ese conocimiento, realizar 
cambios y ajustes para superarlos, lo cual conlleve a un funcionamiento eficaz de la entidad 
policial, proponiendo estructuras y definir funciones. (Chávez, 2012, pp. 2-3) 
 
Cuando la intervención flagrante se da en el lugar de los hechos, se realiza el registro 
personal del detenido y se incauta las especies relacionadas con el delito, se comunicará al 
detenido el motivo de su intervención, y se le informará sus derechos, además se designará 
a la persona o institución a la que se le debe comunicar la detención, dicha comunicación 
debe ser de manera inmediata. Por otro lado, los actos que se realizan en la dependencia 
policial es comunicar al Fiscal -que se encuentra de turno- los motivos legítimos y razonables 
de la detención del intervenido, lo cual deberá ser de manera inmediata, el Fiscal y la Policía 
Nacional del Perú.  
 
Además de ello, durante la intervención del investigado no se puede emplear medios 
coactivos, intimidatorios o contrarios a su dignidad, el intervenido debe ser examinado por 
un médico legista, lo cual debe constar en actas; cuando el imputado considere que durante 
la intervención no se ha cumplido con ninguno de los parámetros mencionados, éste puede 
acudir vía Tutela de derechos al Juez de la Investigación Preparatoria. 
 
La declaración del investigado a nivel policial se realizará con presencia de su abogado 
defensor, además se permitirá que el intervenido se entrevisté con su abogado defensor, ya 
sea defensa pública o privada, quien debe tener acceso a la información y documentación 
que sea imprescindible para que ejerza la defensa del investigado. (Protocolo de trabajo 
conjunto entre el Ministerio Público y la Policía, 2014, pp. 33-43) 
 
El registro personal lo realizará la Policial, en la búsqueda de las pruebas y controles 




razones de su ejecución, esto se practicará venerando la dignidad y dentro de los 
lineamientos posibles del pudor de la persona, por lo que, el registro lo realizará una persona 
del su mismo sexo de la persona intervenida.  
 
Una vez registrada la persona, y encontrándose con la evidencia de la comisión del delito, 
se comunicará de manera inmediata al fiscal de la detención producida y de los hallazgos, 
sin perjuicio se podrá proceder a la incautación respectiva, iniciándose así el procedimiento 
de cadena de custodia. La incautación requerirá la confirmatoria del Juez de la Investigación 
Preparatoria, la cual será solicitada por el representante del Ministerio Público. (Protocolo 
de trabajo conjunto entre el Ministerio Público y la Policía, 2014, pp. 57-66) 
 
Nuestro problema general es ¿De qué manera la tutela de derechos del NCPP influye en la 
función policial en Lima Norte, 2019?, y nuestros problemas específicos son ¿De qué manera 
el derecho de defensa formal importa en la declaración del investigado en Lima Norte, 
2019?; y, ¿De qué manera el registro personal cobra importancia en la imputación fiscal en 
Lima Norte, 2019?  
 
En relación a la justificación jurídica, el proyecto de investigación de Tutela de derechos se 
encuentra regulado en el artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal, el cual ha sido 
elegido por ser una figura procesal innovadora en nuestra legislación; por lo que, es necesario 
ilustrar de qué manera esta institución cumple o no su función protectora, en relación a los 
derechos fundamentales vulnerados al imputado, ello en relación a la función que realiza la 
Policía Nacional del Perú, ya que se espera que estos actúen de manera eficiente y eficaz en 
la persecución de un delito penal.  
 
La justificación teórica de la presente investigación tiene por finalidad permitir desarrollar 
criterios o líneas de acción tanto en la Tutela de derechos y en la función policial, en sus 
vertientes de declaración del investigado y registro personal, generando ello un debate de 
conocimientos, teniendo como base la ley, doctrina y jurisprudencia; lo cual es de mucha 
relevancia en el ámbito del derecho procesal penal; ya que es posible tener una solución a 






La justificación metodológica de este trabajo de investigación requiere ser corroborado por 
un grupo de expertos en materia penal, motivo por el cual adquiere relevancia, ello con el 
fin de ser válida y confiable; además de ello, se podrá poner en ejecución por parte de las 
autoridades competentes. Para esto se tendrá en cuenta el enfoque cualitativo, tanto en la 
elaboración y aplicación de instrumentos que recaben información de relevancia jurídica, las 
cuales van a contribuir al desarrollo de la investigación basándose en la aplicación de los 
pasos para un método científico.  
 
Respecto a la justificación práctica, la aplicación práctica de esta investigación es relevante 
dentro del ámbito social por qué responde a un problema que acontece en el ámbito penal, 
el cual restablecerá el derecho fundamental vulnerado del imputado. Asimismo, ello 
contribuirá en la solución de problemas jurídicos, evitando que se vuelva incidir en los 
errores, por parte de la Policía Nacional del Perú en el desarrollo de sus funciones, razón por 
la cual requiere ser analizado con la normativa procesal penal y demás protocolos. 
(Aranzamendi, 2010, p. 16)  
 
El supuesto general es que la Tutela de derechos influye de manera positiva frente al control 
de la función policial en Lima Norte 2019, porque es una institución qué restablece los 
derechos vulnerados del imputado; por lo que las medidas correctivas o reparadoras, ponen 
fin al agravio o a la subsanación de la omisión.  
 
Los supuestos específicos son que el derecho de defensa formal es importante en la 
declaración del investigado, dado que este se encontrará asesorado por un profesional, quien 
pondrá en su conocimiento los derechos que le asisten y salvaguardar sus intereses en todo 
el proceso; y, que el registro personal del investigado es relevante en la imputación fiscal, 
dado que ello permitirá corroborar o no la teoría del caso que plantea, en razón a los 
elementos objetivos y subjetivos del tipo penal. 
 
Nuestro objetivo general es analizar de qué manera la tutela de derechos del Nuevo Código 
Procesal Penal influye en la función policial en Lima Norte, 2019; y, los objetivos 
específicos son: determinar de qué manera el derecho de defensa formal importa en la 
declaración del investigado en Lima Norte, 2019; y, determinar de qué manera el registro 






2.1 Tipo y diseño de investigación 
 
Al ser ésta una investigación de enfoque cualitativo, el diseño se basa en una Teoría 
Fundamentada, la cual busca generar una postura jurídica garantista innovadora, a través de 
un análisis interpretativo de la norma, jurisprudencia, doctrina y legislación comparada, 
realizándose la explicación de la problemática con la precisión de cada una de las categorías 
que la componen; siendo estas respaldadas por un grupo de expertos en materia procesal 
penal, en el lugar y tiempo seleccionado. (Hernández, Fernández, Baptista, 2014, p. 505) 
 
El nivel de investigación es descriptivo, pues a través de la presente investigación se va a 
conseguir un punto de vista más amplio del fenómeno, implementando elementos o 
supuestos que promuevan la solución al problema. Por lo que mediante esta investigación se 
va a recolectar información de forma conjunta o independiente, respecto de las variables 
materia de estudio, siendo estas la Tutela de derechos y la función policial. (Hernández, 
Fernández, Baptista, 2014, p. 125) 
 
La investigación es de tipo básica, ya que tiene como finalidad mejorar el conocimiento; 
además de originar resultados qué van a beneficiar a la sociedad en un futuro, generando 
nuevos conocimientos y resultados que van a ser aplicados a las situaciones que se 
desarrollen dentro de la coyuntura social, por ser de gran aporte en nuestro sistema procesal 
penal. (Hernández, Fernández, Baptista, 2014, p. 25) 
 
2.2 Escenario de estudio 
 
La presente investigación tiene un enfoque cualitativo, realizando un análisis a través de 
métodos que recaben información de manera confiable; cabe señalar que se trata de una 
investigación no probabilística, es decir, la probabilidad se deja de lado para aplicar la 
demostración de instrumentos a aquellos sujetos que cumplen con los estándares mínimos 
para comprenderlos en el estudio, para lo cual tenemos como escenario de estudio Lima 







Para una selección de participantes, se fijaron ciertos parámetros y criterios, ello con la 
finalidad de que se llegue a recopilar información verídica y eficiente para la presente 
investigación, siendo estos los siguientes: 
 
Abogada Luz Janet Rugel Medina, Juez Superior de la Segunda Sala Penal de Apelaciones 
de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
Abogada Fiorella Linares Pérez, Juez del Noveno Juzgado de Investigación Preparatoria de 
la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado José Idelso Tocas Huamán, Especialista Judicial de Sala de la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte. 
 
Abogada Ana María Salcedo Yanqui, Especialista Judicial de Sala de la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado Stefany Lizeth Soto Tarazona, Especialista Judicial de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado Julio Cesar Guzmán Cisneros, Especialista Judicial de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado Jessica Melisa Capcha Quintana, Especialista Judicial de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado Joao Luperdi Cárdenas, Especialista Judicial de Juzgado de la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte. 
 
Abogado Annel Yussara Díaz Mugruza, Especialista Judicial de Juzgado de la Corte 





Policía Nacional del Perú Santiago Carihua Tapullima, Policía Judicial de la Corte Superior 
de Justicia de Lima Norte. 
 
2.4 Técnica e instrumentos de recolección de datos 
 
En la presente investigación la recolección de información es indispensable, a través de 
distintos instrumentos y técnicas que corresponden a la investigación cualitativa, las cuales 
se van a centrar en responder el problema general y los problemas específicos, planteados 
en un inicio. (Hernández, Fernández, Baptista, 2014, p. 42)  
 
Es una técnica esencial para el desarrollo de la problemática de la Tutela de derechos del 
NCPP influye en la función policial en Lima Norte, 2019, va permitir que se pueda emplear 
técnicas e instrumentos para la recolección de datos y el desarrollo de la presente 
investigación.  
 
Esta técnica consiste en la indagación de información de las distintas fuentes que deben ser 
confiables según el área académica de investigación de la Universidad Cesar Vallejo, así 
como la norma, jurisprudencia, doctrina y legislación comparada, lo cual coadyuvara a la 
construcción y enriquecimiento del conocimiento jurídico; esta contribuirá a la percepción e 
interacción de mi persona como entrevistadora, con los sujetos seleccionados para ser 
entrevistados, con el fin de obtener información sobre sus conocimientos adquiridos a lo 
largo de su experiencia en materia procesal penal.  
 
Es el instrumento es el que se materializa en un documento mediante el cual se entiende 
desde un ámbito subjetivo, la problemática planteada. La matriz es un instrumento que se 
realiza previamente de la revisión documentaria, señalándose las categorías y subcategorías 
del proyecto de investigación. Este instrumento contiene un cuestionario de preguntas 
abiertas, las cuales responderán a los objetivos planteados en un inicio, incluyendo el 
problema general y los problemas específicos, a fin de obtener información vital para el 







Tabla 01: Validez de Instrumentos de la Guía de Entrevista 
 
Validador Institución Laboral Tipo de Docencia 




Mg. Wenzel Miranda Eliseo Segundo Docente Temático 
Mg. Alex Díaz Pérez Docente Temático 
Fuente: Elaboración propia, Lima, 2019 
 





Tipo de Docencia 




Mg. Wenzel Miranda Eliseo Segundo Docente Temático 
Mg. La Torre Guerrero Ángel 
Fernando 
Docente Temático 




Para dar respuesta a los objetivos planteados en la investigación, se recolecto los datos según 
las opiniones de expertos, ya sea mediante diplomados u otros grados, teniendo la 
experiencia mínima de cinco años, categorizándolos de la siguiente manera: Policía, 
Especialistas Judiciales, Juez de la Investigación Preparatoria, Especialistas de Sala de 
Apelaciones y Juez Superior; quienes son sujetos expertos en el derecho procesal penal. 
 
2.6 Método de análisis de información 
 
Para la presente investigación se utilizó el método inductivo, argumentativo y de 
interpretación jurídica. El método inductivo es un proceso que parte del hecho particular de 
la tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial, lo cual 




información partiendo de las características particulares a características generales, 
empleando la observación del hecho problemático.  
 
El método argumentativo es aquel que se utiliza a lo largo de toda la investigación, desde el 
planteamiento de la tesis o el problema a investigar, pasando por los argumentos o datos 
comprobables, hasta llegar a las conclusiones del autor.  
 
El método de la interpretación jurídica es sistemático, dado que no es otra cosa que la 
interpretación y aplicación de la normativa, de manera conjunta; por lo tanto, la norma no se 
puede aplicar de forma aislada. 
 
2.7 Aspectos éticos 
 
El presente proyecto de investigación está elaborado conforme a los parámetros brindados 
por la Universidad César Vallejo; asimismo, contiene información válida y confiable, pues 
tuvo un riguroso proceso de revisión por parte de asesores expertos en la materia. Además 
de ello, este proyecto se encuentra elaborado conforme a la ética y la moral, pues no vulnera 





















Los resultados que se han obtenido en la presente investigación, se han realizado de acuerdo 
a la aplicación de los instrumentos de recolección de datos, como lo son las guías de 
entrevista y las fichas de fuente de análisis documental. En ese sentido, se procederá a 
describir la información obtenida mediante los instrumentos que se mencionará. 
 
Las entrevistas realizadas, respecto al objetivo general “Analizar de qué manera la tutela 
de derechos del Nuevo Código Procesal Penal influye en la función policial en Lima Norte, 
2019.” se realizó la siguiente pregunta ¿De qué manera la tutela de derechos del NCPP 
influye en la función policial en Lima Norte, 2019? a lo cual los entrevistados respondieron: 
Rugel (2019) refiere que la influencia de la Tutela de derechos en la función policial es 
positiva, dado que el Juez de la Investigación Preparatoria realiza un control de legalidad y 
constitucionalidad, aun cuando el representante del Ministerio Público -en el Nuevo Código 
Procesal Penal- es el director de la investigación; y si bien la Policía Nacional del Perú tiene 
la facultad de realizas diligencias urgentes, estos deben respetar los procedimientos. Por su 
parte Linares (2019) y Tocas (2019) indican que la Tutela de derechos es una institución que 
garantiza y cautela los derechos de los investigados a efectos que se evite vulnerar alguno 
de ellos, por lo que la función policial debe cumplir con todas las garantías al momento de 
su intervención; precisan que la Tutela de derechos se solicita las diligencias preliminares e 
investigación preparatoria, lo cual debe influir en sentido positivo disminuyendo la 
afectación. Salcedo (2019) manifiesta que la Tutela de derechos protege a la persona 
investigada, dado que una vez detenida, la Policía debe respetar los derechos que otorga la 
Ley a los investigados. Por otro lado, Soto (2019) manifiesta que la Tutela de derechos es 
un mecanismo eficaz teniente al restablecimiento del statu quo de los derechos vulnerados 
al imputado, ante la función de la Policía. Guzmán (2019) refiere que la Policía Nacional, 
dentro de sus actuaciones reguladas por Ley, debe regirse en respeto a las mismas, y a los 
principios constitucionales del debido proceso y libertad; siendo la Tutela de derechos el 
instrumento idóneo para proteger el correcto desarrollo de la actividad policial referida a la 
investigación sobre presuntos hechos atribuibles a una persona. Capcha (2019) indica que 
esta influye afianzando las garantías de los ciudadanos, fortaleciendo la calidad del sujeto de 
derecho, imponiendo límites al ius puniendi ejercido por la Policía Nacional del Perú. 




el funcionamiento del cuerpo policial, y así se pueda respetar los derechos inherentes de los 
ciudadanos. Carihua (2019) manifiesta que se debe poner en conocimiento al investigado los 
derechos que le asisten, y si esto no se diera, la Tutela influiría de manera positiva ante dicha 
omisión, ello con la finalidad de salvaguardar los derechos del imputado. 
 
En la pregunta ¿Está de acuerdo que mediante la solicitud de tutela de derechos se pueda 
garantizar la función policial? los entrevistados respondieron: Rugel (2019) y Guzmán 
(2019) refieren que están de acuerdo, dado que dicho instrumento funciona de manera 
residual, y que ante alguna inobservancia de garantías procesales deben cautelarse de algún 
modo. Así también, Linares (2019) indica estar de acuerdo, dado que es una forma de 
controlar y cautelar la función policial al momento de realizar las intervenciones, teniendo 
cautela de no transgredir ningún derecho fundamental del investigado -en su declaración y 
registró personal-. Tocas (2019) y Carihua (2019) indican que, a través de la solicitud de 
Tutela de derechos, y ante la indebida aplicación de la función policial, se pueda garantizar 
el debido procedimiento y respeto del debido proceso, desde la etapa inicial del proceso 
penal, lo cual se da inicio con la intervención policial. Salcedo (2019) y Soto (2019) también 
refieren estar de acuerdo, dado que mediante este mecanismo se hace respetar los derechos 
fundamentales de la persona, poniendo como ejemplo cuando la Policía hace declarar al 
investigado sin la presencia de su abogado. Capcha (2019), Luperdi (2019) y Díaz (2019) 
refieren que, si están de acuerdo, dado que limita el poder punitivo de la Policía y mediante 
la solicitud de Tutela de derechos, permitirá que la función policial este controlada en su 
accionar.  
 
Respecto a la pregunta ¿Considera usted que ante una mala función policial se pueda solicitar 
la tutela de derechos? los entrevistados respondieron: Rugel (2019) manifiesta que sí, dado 
que constituye un filtro de las actuaciones que, a futuro, permitirán la acreditación de 
elementos de convicción. Linares (2019) refiere que, si considera que se solicite la Tutela de 
derechos ante la mala función policial, toda vez que garantiza que ante cualquier vulneración 
se pueda solicitar y acudir a esta, controlando que la Policía realice su función correctamente. 
Tocas (2019) y Salcedo (2019) refieren que, si se puede solicitar la tutela de derechos ante 
la mala función de la Policía Nacional del Perú, a efectos de que se corrija las vulneraciones 
de derechos. Guzmán (2019) que, si la función policial está ligada a la investigación, si se 




Por su parte Capcha (2019) considera que si, dado que es una estrategia de defensa para 
resquebrajar la teoría del representante del Ministerio Público. Soto (2019), Luperdi (2019), 
Díaz (2019) y Carihua (2019) refieren que, si se puede solicitar la Tutela ante la mala 
función, ya que es un mecanismo que hará valer los derechos que nos corresponde como 
ciudadanos. 
 
En relación al objetivo específico 1 “Determinar como el derecho de defensa formal importa 
en la declaración del investigado en Lima Norte, 2019.” se preguntó ¿De qué manera el 
derecho de defensa formal importa en la declaración del investigado en Lima Norte, 2019? 
a lo cual los entrevistados respondieron: Rugel (2019), Tocas (2019) y Soto (2019) refieren 
que el derecho de defensa del imputado, es imprescindible, dado que garantizara los actos 
procesales, como la declaración del imputado. Linares (2019), Salcedo (2019) y Carihua 
(2019) refieren que es importante el derecho de defensa formal, en la toma de declaración 
del investigado, dado que este tendrá la oportunidad de ser asesorado por un defensor de su 
elección, quien le hará saber sus derechos al momento de rendir su declaración. Guzmán 
(2019) refiere que importa, no solo en el sentido que garantiza el respeto el debido proceso 
y respeto de garantías del imputado desde las primeras etapas de investigación, sino que 
también valida las actuaciones realizadas a fin de que sean usadas durante la investigación, 
ya sea a favor o en su contra, resultando importante la presencia del abogado. Capcha (2019), 
Luperdi (2019) y Díaz (2019) refieren que es importante, dado que así se dará un debido 
proceso desde el inicio de su declaración.  
 
En la pregunta ¿Se vulnera el derecho de defensa formal al tomar la declaración del 
investigado sin presencia de su abogado defensor? los entrevistados respondieron: Rugel 
(2019) y Linares (2019) manifiestan que, sí se vulnera el derecho de defensa formal, toda 
vez que es necesaria la presencia de la defensa, a efectos de cautelar y salvaguardar el 
derecho que le asiste, más aún si el Nuevo Código Procesal Penal así lo señala. Tocas (2019) 
y Salcedo (2019) refieren que, al no contar con asistencia de una defensa pública o particular 
en su declaración, se vulnera el derecho del investigado. Guzmán (2019) refiere que ello, en 
sí, constituye un extremo de legalidad, teniendo en cuenta que la simple ausencia no vulnera 
el derecho de defensa material que en si es el que se cautela, depende entonces, de la 
limitación presentada en cuanto a dicha defensa formal. Capcha (2019) indica que, si se 




legalidad. Soto (2019), Luperdi (2019) y Díaz (2019) refieren que, si se vulnera, dado que 
cualquier persona que declara -y se encuentra investigada- tiene derechos, y entre ellos se 
encuentra la asistencia de un abogado. Carihua (2019) manifiesta que no solo es esencial la 
presencia del abogado defensor del investigado, sino también la presencia del representante 
del Ministerio Público. 
 
Respecto a la pregunta ¿Qué importancia tiene la presencia del abogado defensor del 
investigado en su toma de declaración? los entrevistados respondieron: Rugel (2019) y 
Linares (2019) refieren que es sumamente importante, dado que garantizara el correcto 
desarrollo de la declaración, y que las preguntas realizadas sean claras para su patrocinado. 
Tocas (2019), Salcedo (2019), Soto (2019) y Carihua (2019) indica que es de suma 
importancia, dado que la presencia del abogado cautelara los derechos del imputado y 
garantizara la no vulneración de los mismos, entre ellos el de no auto inculparse. Guzmán 
(2019) refiere que se remita a la respuesta anterior de su entrevista. Capcha (2019), Luperdi 
(2019) y Díaz (2019) refieren que es de suma importancia porque garantiza la defensa del 
investigado, dado que este mismo aporta medios de investigación.  
 
Respecto al objetivo específico 2 “Determinar de qué manera el registro personal cobra 
importancia en la imputación fiscal en Lima Norte, 2019.” se preguntó ¿De qué manera el 
registro personal cobra importancia en la imputación fiscal en Lima Norte, 2019? a lo cual 
los investigados respondieron: Rugel (2019) y Tocas (2019) refieren que el acta de registro 
personal es de suma importancia, dado que a partir de ello se dará inicio a la imputación 
fiscal de un hecho delictivo. Linares (2019) refiere que el registro personal y la imputación 
fiscal están relacionados, dado que sí se le imputa el delito contra la Seguridad Pública: 
Tenencia Ilegal de Armas, en el registro personal debe existir el arma encontrada, y que esta 
sea de su propiedad. Salcedo (2019) refiere que lo correcto sería que la detención se dé 
cuenta al Fiscal, y que por orden de él se realice el registro personal, y ello se realice 
conforme a Ley, ejecutándose de manera tal, que respete la dignidad de la persona. Guzmán 
(2019) refiere que cobra importancia al momento de la búsqueda de pruebas más comunes, 
teniendo en cuenta las numerosas intervenciones policiales, bajo las garantías reguladas por 
su norma. Capcha (2019), Soto (2019), Luperdi (2019) y Díaz (2019) refieren que es de 
mucha importancia dado que los elementos hallados serán vinculados al delito. Por su parte 




podrá hallar elementos vinculados al delito, ya sean objetos, instrumentos, entre otros; los 
cuales servirán para una futura imputación fiscal. 
 
En la pregunta ¿Al llevar a cabo el registro personal, cuál debe ser la actuación de la Policía 
Nacional del Perú de acuerdo a ley? los entrevistados refirieron: Rugel (2019) y Guzmán 
(2019) refieren que el procedimiento se encuentra regulado en el artículo 210° y 217° del 
Nuevo Código Procesal Penal, y demás protocolos. Linares (2019) manifiesta que, ante un 
registro personal, se debe redactar el acta con todas las formalidades que ésta requiera, y con 
las garantías que establece el Nuevo Código Procesal Penal, a fin de no vulnerar algún 
derecho, para que ello–posteriormente- pueda ser usado como prueba.  Tocas (2019) y Soto 
(2019) refieren que los efectivos policiales -durante las intervenciones- deben actuar en 
estricto cumplimiento de los protocolos establecidos por su institución, y en el marco de 
aplicación del Código Procesal Penal de manera objetiva y dentro de los parámetros legales. 
Capcha (2019) refiere que ello se encuentra amparado en el artículo 210° y 218°.2 del Nuevo 
Código Procesal Penal y de su protocolo de registro personal emitido por el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos. Luperdi (2019) y Díaz (2019) refiere que este debe ser de 
acuerdo a Ley, con las medidas correctas y de manera profesional, como en una cadena 
custodia. Carihua (2019) manifiesta que una vez registrada la persona, y ante la existencia 
de una evidencia -que de algún modo lo vincule con hecho delictivo- se comunicara al Fiscal; 
y, se le informara al detenido sus derechos y se procederá a la incautación de los objetos que 
se le encuentren. 
 
Respecto a la pregunta ¿Considera usted que la defensa del investigado puede solicitar tutela 
de derechos ante una supuesta “siembra”? los entrevistados refirieron: Rugel (2019) y 
Linares (2019) señalan que sí existe evidencia que corroboraría ello-a efectos de corroborar 
si realmente existió una “siembra”- si se podría solicitar la Tutela de derechos.  Tocas (2019), 
Salcedo (2019), Soto (2019) y Carihua indican que es necesario que la defensa técnica -ante 
el indicio de la vulneración de un derecho, y a efectos de corregir el mismo- debe de 
solicitarla ante el Juez de la Investigación Preparatoria. Guzmán (2019) y Capcha (2019) 
refieren que, sí se debe solicitar, ello en al Acuerdo Plenario N° 1-2010, que hace referencia 
a la exclusión de material probatorio obtenido ilícitamente, ilícito que está vinculado en la 




(2019) refieren que el investigado está en todo su derecho, ya que con ello se respetara el 




En esta sección de la investigación, se hará mención a los análisis documentales realizados, 
respecto al objetivo general, objetivo específico 1 y objetivo específico 2, los cuales servirán 
de base para esta investigación. Respecto al objetivo general, se analizó el  Acuerdo Plenario 
N° 4-2010/CJ-116, Fundamento Jurídico 11°, de lo cual se desprende que la tutela de 
derechos protegerá y resguardara los derechos del imputado, por lo que el Juez de la 
Investigación Preparatoria ejercerá control de los derechos del imputado, ante la alegación 
de este, en la medida que se ha producido una vulneración a sus derechos lo cual se encuentra 
reconocido en el artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal, responsabilizando al Fiscal 
o a la Policía Nacional del Perú. 
 
Respecto al objetivo específico 1, se analizó el libro “Los Derechos del Imputado y la Tutela 
de derechos en el Nuevo Código Procesal Penal.” teniendo como autor a Coaguila (2016), 
página 95, de lo cual se desprende que el derecho del imputado de declarar en presencia de 
su abogado se desprende nuestra Constitución Política, así también dicho derecho al 
asesoramiento, se encuentra regulado en el Código Procesal Penal; los cuales se encuentran 
vinculados al derecho del abogado de participar en las declaraciones del imputado y sus 
ampliaciones, para con ello se defienda de los cargos formulados en su contra y así pueda 
intervenir en las demás diligencias, donde sea necesaria su presencia. 
 
Finalmente, respecto al objetivo específico 2, se analizó el Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-
116, Fundamento Jurídico 17°, de lo cual se desprende que vía Tutela de derechos se podrá 
solicitar la exclusión del material probatorio obtenido de manera ilícita, siempre que esta sea 
la base de medidas o diligencias, siempre que ello afecte o vulnere los derechos del 
imputado, los cuales se encuentran reconocidos en el artículo 71° del Nuevo Código Procesal 
Penal. Por lo que, vía Tutela de derechos el Juez podrá determinar la exclusión como medida 






IV. Discusión  
 
Respecto al objetivo general que es “Analizar de qué manera la tutela de derechos del 
Nuevo Código Procesal Penal influye en la función policial en Lima Norte, 2019.”;de los 
resultados se puede apreciar que los entrevistados tienen la noción de esta nueva figura 
procesal; además de ello, estos refieren estar de acuerdo en que la Tutela de derechos influye 
de manera positiva en la función policial, sin embargo, no todos lo hacen en el mismo 
sentido, dado que unos alegan que no siempre se debe cuestionar el actuar policial. 
 
Cabe precisar que Rugel, Linares, Tocas, Soto y Capcha, tienen un conocimiento mayor ante 
esta figura procesal; por lo que indicaron que la figura de Tutela de Derechos, es una 
institución que garantiza y cautela los derechos del investigado, ante la afectación de los 
mismos, ello de conformidad con el artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal. 
 
Apoyando dicha postura encontramos el Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-116, que hace 
referencia en su Fundamento Jurídico 11° indicando que la Tutela de derechos protegerá y 
resguardará los derechos del imputado-en este caso- frente a las vulneraciones que podría 
realizar la Policía Nacional del Perú en el ejercicio de sus funciones. 
 
Si bien algunos de los entrevistados no tienen conocimiento dentro de que presupuestos se 
puede interponer esta solicitud, estos cuentan con una noción, por lo que se debe señalar que 
la Tutela de derechos se solicitará ante el Juez de la Investigación Preparatoria, quien deberá 
realizar un control de admisibilidad, en cuanto a la vulneración que alega el imputado, por 
lo que dicho Juez se constituirá como Juez de garantías, para velar por el respeto de estos. 
 
Se debe tener presente, si se declara fundada la Tutela de derechos, esta podrá subsanar la 
omisión, dictar una medida correctiva o medida de protección, mas no será utilizado con la 
finalidad de que dicho auto judicial sea anulatorio o de un sobreseimiento anticipado de las 
diligencias preliminares o investigación preparatoria propiamente dicha. 
 
Por otro lado debemos indicar que desde la incorporación de la institución jurídica de la 
tutela de derechos en el Código Procesal Penal, permitir eventualmente corregir la 




efectuadas por parte de los efectivos policiales, quienes son los encargados de dar inicio a la 
investigación ante la comisión de un hecho delictivo, es decir son estos quien dentro de su 
función policial actúan de manera indebida, cometiendo abusos y arbitrariedades, durante 
las intervenciones, muchas de las veces por desconocimiento de sus funciones y falta de 
aplicación de los protocoles pre-establecidos, lo cual origina un perjuicio en la vulneración 
de derechos fundamentales del imputado, razón por el cual con el uso adecuado de esta 
institución jurídica de la tutela de derechos se busca corregir las deficiencias en las 
diligencias y/u observaciones realizadas por los efectivos policiales. 
 
Finalmente, cabe resaltar que la Tutela de derechos debe ser solicita por la defensa del 
imputado -de quien se supone que se le ha vulnerado un derecho- con el fin de frenar los 
actos que vulneran las garantías legales y constituciones, las cuales derivan del actuar de la 
Policía o del representante del Ministerio Público, dicha solicitud se podrá presentar durante 
las diligencias preliminares y la investigación preparatoria; sin embargo, una vez que el 
Fiscal comunique la conclusión de la investigación preparatoria, ya no cabría su solicitud.  
 
Con relación al objetivo específico 1 que es “Determinar como el derecho de defensa formal 
importa en la declaración del investigado en Lima Norte, 2019.”; de los resultados se puede 
apreciar que los entrevistados consideran que el derecho de defensa formal es un derecho 
fundamental que el investigado ostenta, y que dicho derecho garantizara que cuente con una 
defensa técnica eficaz –ya sea pública o privada-; sin embargo, Guzmán (2019) refiere que 
lo que se cautela en la Tutela de Derechos es el derecho de defensa material. 
 
De lo referido por Guzmán (2019) se debe precisar que la solicitud de Tutela de derechos 
cautela el derecho de defensa en su aspecto formal, mas no en el material, conforme así lo 
ha precisado Coaguila (2016), indicando que el derecho de defensa formal adquiere la forma 
de un mecanismo especializado que cautela la protección del imputado de contar con un 
abogado profesional. De lo antes mencionado, es importante precisar que el Habeas Corpus, 
a partir de la Tutela Procesal Efectiva, protege el derecho de defensa en sus dos vertientes, 
esto es, material y formal. 
 
Coaguila ha referido que declarar en presencia de un abogado, es un derecho reconocido en 




participar no solo en la primera declaración, sino también en la ampliación, e intervenir en 
las diligencias desde un inicio, para que con ello se aseguren los derechos del imputado. 
 
La presencia del abogado en la declaración de su patrocinado es de relevancia, no solo al 
inicio de la investigación, si no también durante todo el proceso; por lo que ante las 
deficiencias u omisiones que realiza la Policía, entre ellas la no comunicación de la detención 
a su abogado, este al tomar conocimiento de que no se le permitió dicho derecho debe 
solicitar la Tutela de derechos, por estar regulado en el artículo 71° del Nuevo Código 
Procesal Penal. 
 
En este punto, debo referirme a la actuación de la defensa, ya que no solo se trata de una 
persona de dará validez a la declaración o cualquier acto en donde se requiera su presencia, 
si no que dicha defensa además de entrevistarse con su patrocino debe instruirlo, para lo cual 
debe contar con el tiempo necesario, y que disponga de los medios necesarios para que asuma 
su defensa de manera eficaz. 
 
Asimismo, San Martin (2015) refiere que el imputado tiene la facultad de designar al 
abogado de su elección y que puede cambiarlo en cualquier momento, así también, indica 
que el derecho de defensa persigue un doble fin, el cual es garantizar que se actué de forma 
conveniente para el derecho e interés jurídico del investigado; y, asegurar el principio de 
igualdad de armas y de contradicción. 
 
Finalmente, es de suma importancia resaltar que el derecho de defensa es un derecho 
fundamental que no solo está consagrado en la norma constitucional, sino también en las 
leyes especiales de la materia, por tanto, siendo este de transcendental importación lo que se 
busca con la figura jurídica de la tutela de derechos es cautelar cualquier vulneración de 
derechos del imputado desde el primer instante de su intervención ante la eventual comisión 
de un hecho delictivo.   
 
En relación al objetivo específico 2 que es “Determinar de qué manera el registro personal 
cobra importancia en la imputación fiscal en Lima Norte, 2019.”; de los resultados de los 
entrevistados, estos refieren que el registro personal que realiza la Policía Nacional es de 




hechos o actos que se le atribuirán, ante la eventualidad de que se le sindique la comisión de 
un delito o se le encuentre un elemento que derive su investigación. 
 
Estando a lo referido por Guzmán, en cuanto indica que se debe tener en cuenta –al momento 
de realizar el registro personal- los artículos 210° y 217° del Nuevo Código Procesal Penal, 
el cual hace referencia a los parámetros que debe tener la Policía al realizar el registro. Por 
su parte, Linares y Tocas refirieron que el registro personal guarda relación con la 
imputación fiscal, toda vez de acuerdo al registro se realizara –si fuera el caso- la imputación 
de un hecho delictivo. 
 
Al respecto, se debe señalar que la Policía Nacional muchas veces realiza sus intervenciones 
y posteriores registros personales, alegando la actitud sospechosa, y que al estar en flagrancia 
se procedió al registro, encontrando objetos u elementos que vinculen al investigado con la 
comisión de un delito. 
 
Al respecto, el Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-116, Fundamento Jurídico 17°, refiere que 
vía Tutela de derechos se podrá solicitar la exclusión del material probatorio obtenido de 
manera ilícita, en este caso hago alusión a las “siembras” que realiza la Policía –no en todos 
los casos- lo cual vulnera de manera tal el derecho, lo cual en  un futuro podría lograr una 
sentencia condenaría, por ello como mecanismo de control, se podría solicitar la Tutela de 
derechos, cuando haya existido tal vulneración, para que se pueda excluir el acta que fue 
realizada de manera ilícita. 
 
De ello, siempre que esta sea la base de medidas o diligencias, siempre que ello afecte o 
vulnere los derechos del imputado, los cuales se encuentran reconocidos en el artículo 71° 
del Nuevo Código Procesal Penal. Por lo que, vía Tutela de derechos el Juez podrá 
determinar la exclusión como medida de corrección o de protección. 
 
De otro lado cabe precisar respecto a la imputación fiscal, entendía como la vinculación entre 
un hecho y una persona realizada sobre la base de una norma, es el resultado del proceso de 
subsunción de determinados hechos a un supuesto de hecho previsto en la norma que exige 
un proceso de comparación entre los hechos como datos de la realidad y el supuesto de hecho 




compatibilizan con la estructura del supuesto de hecho típico. En ese sentido, son los hechos 





































1. La Tutela de derechos se solicitará cuando se haya vulnerado un derecho fundamental 
del imputado previsto en el artículo 71° del NCPP, ello se realizara durante las 
diligencias preliminares hasta la culminación de la investigación preparatoria, respecto 
a dicho agravio se responsabilizara al represente del Ministerio Público o a la Policía, 
quienes se entiende que han vulnerado su derecho.   
 
2. El derecho de defensa formal importa en gran intensidad al momento de la declaración 
del investigado, dado el asesoramiento que le brindará su abogado defensor, ya sea 
particular o público, velará por sus intereses y con ello se protegerá su derecho.  
 
3. El registro personal en la imputación fiscal es de suma importancia, dado que ante la 
introducción de un material probatoria obtenido de manera ilícita, esta debe ser excluida 
de la imputación, que en muchas ocasiones es la base de esta –sobre todo en los casos 
de TID y TIA-, por lo que el registro personal que realiza la Policía debe respetar los 






















1. Se recomienda que la Policía debe tener en cuenta sus protocolos y demás normas, que 
hacen referencia a sus deberes y derechos, ello con el fin de evitar vulneraciones –en 
este caso- ante los imputados, dado que ello conllevara a que se realice un control a sus 
funciones, lo cual no debería ser, dado que siendo funcionarios públicos deben actuar 
de acuerdo a Ley. 
 
2. Se recomienda a los investigados, que al momento de ser detenidos soliciten la presencia 
de un abogado, ya sea público o privado, dado que ellos velaran por sus derechos, en 
este caso, en la declaración que brindara en sede policial, a quien también le asiste el 
derecho a guardar silencio, lo cual muchas veces es desconocido; cabe resaltar que la 
Policía tiene el deber y la obligación de comunicar la detención a su abogado defensor. 
 
3. Se recomienda a la Policía que en el registro personal guarde un debido procedimiento, 
ello con el fin de no vulnerar los derechos que le asisten al investigado, dado que ello 
conllevaría al imputado a presentar una solicitud de Tutela de derechos, la cual pone en 
evidencia la mala función y la arbitrariedad que tienen nuestros funcionarios públicos –
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La tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial, Lima 
Norte, 2019. 
Categorización 
Categoría 1: Tutela de Derechos 
Subcategoría 1: Derecho de defensa formal 
Subcategoría 2: Imputación fiscal 
Categoría 2: Función policial  
Subcategoría 1: Declaración del investigado 
Subcategoría 2: Registro personal 
PROBLEMAS 
Problema General 
¿De qué manera la tutela de derechos del NCPP influye en la función 
policial en Lima Norte, 2019? 
Problema 
Específico 1 
¿De qué manera el derecho de defensa formal importa en la 
declaración del investigado en Lima Norte, 2019? 
Problema 
Específico 2 
¿De qué manera el registro personal cobra importancia en la 
imputación fiscal en Lima Norte, 2019? 
OBJETIVOS 
Objetivo General 
Analizar de qué manera la tutela de derechos del Nuevo Código 
Procesal Penal influye en la función policial en Lima Norte, 2019. 
Objetivo 
Específico 1 
Determinar de qué manera el derecho de defensa formal importa en 
la declaración del investigado en Lima Norte, 2019. 
Objetivo 
Específico 2 
Determinar de qué manera el registro personal cobra importancia en 






La tutela de derechos influye de manera positiva frente al control de 
la función policial en Lima Norte 2019, porque es una institución 
qué restablece los derechos vulnerados del imputado; por lo que las 
medidas correctivas o reparadoras, ponen fin al agravio o a la 
subsanación de la omisión. 
Supuesto 
Específico 1 
El derecho de defensa formal es importante en la declaración del 
investigado, dado que este se encontrara asesorado por un 
profesional, quien pondrá en su conocimiento los derechos que le 
asisten y salvaguardar sus intereses en todo el proceso. 
Supuesto 
Específico 2 
El registro personal del investigado es relevante en la imputación 
fiscal, dado que ello permitirá corroborar o no la teoría del caso que 






Diseño: Teoría Fundamentada 
Tipo de investigación: Básica  
Nivel de la investigación: Descriptivo 
Método de 
muestreo 
Población: Policía, Especialistas de Juzgado, Especialistas de Sala, 
Juez de Investigación Preparatoria y Juez Superior. 
Muestra: 10 especialistas en derecho procesal penal. 
Plan de análisis y 
trayectoria 
metodológica 
Técnica e instrumento de recolección de datos 
Técnica: Entrevista y análisis de documentos. 




Análisis sistemático, hermenéutico, analítico, comparativo, 
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Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-116, Fundamento Jurídico 11° 
 
Contenido 
de la fuente 
a analizar 
La finalidad esencial de la audiencia de tutela es, entonces, la 
protección, resguardo y consiguiente efectividad de los derechos del 
imputado (…) el Juez de la Investigación Preparatoria se erige en Juez 
de Garantías durante las diligencias preliminares y la investigación 
preparatoria ejerciendo su función de control de los derechos ante la 
alegación del imputado de que se ha producido la vulneración de uno o 
varios de sus derechos reconocidos específicamente en el artículo 71° 
del NCPP, responsabilizando al Fiscal o a la Policía del agravio. 
Análisis del 
contenido 
De lo antes referido, se desprende que la tutela de derechos protegerá y 
resguardara los derechos del imputado, por lo que el Juez de la 
Investigación Preparatoria ejercerá control de los derechos del 
imputado, ante la alegación de este, en la medida que se ha producido 
una vulneración a sus derechos lo cual se encuentra reconocido en el 
artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal, responsabilizando al 
Fiscal o a la Policía Nacional del Perú. 
Conclusión 
La Tutela de derechos se solicitara cuando se haya vulnerado un derecho 
fundamental del imputado previsto en el artículo 71° del NCPP, ello se 
realizara durante las diligencias preliminares hasta la culminación de la 
investigación preparatoria, respecto a dicho agravio se responsabilizara 
al represente del Ministerio Público o a la Policía, quienes se entiende 
que han vulnerado su derecho.   
 
 
Título: “La tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial, 
Lima Norte, 2019”. 
Objetivo General: Analizar de qué manera la tutela de derechos del Nuevo Código 
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Coaguila, J. (2016). Los Derechos del Imputado y la Tutela de derechos 
en el Nuevo Código Procesal Penal. Lima: Editorial IDEMSA. Pág. 95. 
 
Contenido 
de la fuente 
a analizar 
(…)  el derecho del imputado de declarar y con la presencia de su 
abogado en todas las diligencias que sean necesarias se puede 
desprender del artículo 139° inciso 14) de la Constitución Política (…) 
el citado derecho de asesoramiento desde su citación o detención por 
cualquier autoridad; algo que también se extrae de los artículos IX del 
Título Preliminar, 84°.4 y 86 del Código Procesal Penal vinculados al 
derecho del abogado de participar en todas las declaraciones del 
imputado y en sus ampliaciones, para responder los cargos formulados 




De lo antes referido, el derecho del imputado de declarar en presencia 
de su abogado se desprende nuestra Constitución Política, así también 
dicho derecho al asesoramiento, se encuentra regulado en el Código 
Procesal Penal; los cuales se encuentran vinculados al derecho del 
abogado de participar en las declaraciones del imputado y sus 
ampliaciones, para con ello se defienda de los cargos formulados en su 
contra y así pueda intervenir en las demás diligencias, donde sea 
necesaria su presencia. 
Conclusión 
El derecho de defensa formal importa en gran intensidad al momento de 
la declaración del investigado, dado el asesoramiento que le brindara su 
abogado defensor, ya sea particular o público, velara por sus intereses y 




Título: “La tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial, 
Lima Norte, 2019.” 
Objetivo Específico 1: Determinar como el derecho de defensa formal importa en la 
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Acuerdo Plenario N° 4-2010/CJ-116, Fundamento Jurídico 17° 
 
Contenido 
de la fuente 
a analizar 
(…) a través de la audiencia de tutela se podrá solicitar la exclusión del 
material probatorio obtenido ilícitamente –en los casos en que esta sea 
la base de sucesivas medidas o diligencias- siempre que no exista una 
vía propia para alcanzar este propósito y que tenga que ver con la 
afectación o vulneración de alguno de los derechos fundamentales del 
imputado reconocido en el artículo 71° NCPP. (…) en la Audiencia de 
tutela de derechos se cuestionan los elementos probatorios obtenidos 
mediante procedimientos ilegales o viciosos y que una vez comprobada 




De lo antes referido, se desprende que vía Tutela de derechos se podrá 
solicitar la exclusión del material probatorio obtenido de manera ilícita, 
siempre que esta sea la base de medidas o diligencias, siempre que ello 
afecte o vulnere los derechos del imputado, los cuales se encuentran 
reconocidos en el artículo 71° del Nuevo Código Procesal Penal. Por lo 
que, vía Tutela de derechos el Juez podrá determinar la exclusión como 
medida de corrección o de protección.  
Conclusión 
El registro personal en la imputación fiscal es de suma importancia, dado 
que ante la introducción de un material probatoria obtenido de manera 
ilícita, esta debe ser excluida de la imputación, que en muchas ocasiones 
es la base de esta –sobre todo en los casos de TID y TIA-, por lo que el 
registro personal que realiza la Policía debe respetar los parámetros 




Título: “La tutela de derechos del Nuevo Código Procesal Penal en la función policial, 
Lima Norte, 2019.” 
Objetivo Específico 2: Determinar de qué manera el registro personal cobra 
importancia en la imputación en Lima Norte, 2019. 
